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Durante la larga historia de la humanidad, la esclavitud ha sido la norma. En comparación, el 

movimiento internacional para poner fin primero a la trata de esclavos, luego a la esclavitud y, 
por último, a formas menores de servidumbre no ha abarcado más que un breve espacio de tiempo. 
Aunque la esclavización de una persona por otra existe desde tiempos inmemoriales y ha formado 
parte de la mayoría de las civilizaciones a lo largo de los siglos, a raíz de los viajes de 
descubrimiento europeos que dieron lugar a la transformación del Nuevo Mundo se produjo una 
industrialización de la esclavitud. Este importante cambio condujo a la esclavización de un 
número desconocido de indígenas del hemisferio occidental, y se calcula que otros 12,5 millones 
de personas fueron sacadas a la fuerza del continente africano entre 1501 y 1866 y fueron 
obligadas a trabajar en la producción de productos básicos en América, la inmensa mayoría de 
ellas en plantaciones de azúcar (www.slavevoyages.org). 

 
Aunque algunos intelectuales, en particular Jean Bodin (1530-1596) y Montesquieu 

(1689-1755), cuestionaron el fundamento moral y filosófico de la esclavitud, en toda Europa 
imperó el consenso de que la esclavitud, aunque contraria a la naturaleza, era ius gentium 
conforme a derecho. Sin embargo, ese consenso, anclado en el derecho romano, se pondría a 
prueba con el paso del tiempo, particularmente con la rebelión de esclavos que desembocó en 
1804 en la revolución que transformó la colonia francesa de Saint-Domingue en la república 
independiente de Haití. En consecuencia, en 1815, en el Congreso de Viena, las Potencias 
europeas manifestaron su deseo de “considerar la abolición universal de la trata” de esclavos para 
“poner fin a un flagelo que durante mucho tiempo ha asolado África, degradado Europa y afligido 
a la humanidad” (Déclaration des 8 Cours, relative à l’Abolition Universelle de la Traite des 
Nègres). 

 
Durante la mayor parte del siglo XIX, el movimiento abolicionista internacional se centró en 

la alta mar, a través de una serie de tratados bilaterales promovidos por el Reino Unido que 
permitían el “derecho de registro” a fin de reprimir la trata de esclavos africanos. A finales de 
siglo, esa red de tratados permitió poner fin de manera efectiva a la trata de esclavos en el 
Atlántico y creó el espacio diplomático necesario para alcanzar un acuerdo multilateral. Ese 
acuerdo, a saber, el Acta General de la Conferencia de Bruselas de 1890, que creó una zona 
marítima frente a la costa oriental de África con un “derecho de visita” restringido, junto con el 
caso Muscat Dhows de 1905 ante la Corte Permanente de Arbitraje, supuso la abolición efectiva 
de la trata de esclavos en el mar. 

 
En los primeros años de la Sociedad de las Naciones, la propuesta de someter a una Etiopía 

independiente al sistema de Mandato por su supuesta incapacidad para reprimir la trata de 
esclavos en su territorio fue cuestionada y tuvo repercusiones rápidamente. En el plazo de un año, 
en 1923, Etiopía fue admitida como miembro de la Sociedad de las Naciones y la cuestión de la 
trata de esclavos en tierra se generalizó gracias a las consideraciones de la Comisión Temporal 
sobre la Esclavitud y se formalizó mediante la Convención sobre la Esclavitud, de 1926.  

 
La Convención sobre la Esclavitud pretendía “completar y ampliar la labor realizada 

conforme al Acta de Bruselas” y reconocía la necesidad de adoptar “disposiciones más detalladas” 
a tal fin. Sus objetivos eran dos: la completa supresión y la abolición de la esclavitud y de la trata 
de esclavos. Así pues, la Convención no solo pretendía poner fin a la esclavitud y la trata de 
esclavos en la práctica, sino también en el plano jurídico: abolir las leyes que permitían la 
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esclavitud. El alcance de la Convención es mayor de lo que sugiere su título, ya que no solo aborda 
la esclavitud, sino también el trabajo forzoso u obligatorio y la trata de esclavos. La Convención 
sobre la Esclavitud, que es anterior al establecimiento del derecho internacional de los derechos 
humanos, es un instrumento de derecho penal que obliga a las Altas Partes Contratantes “a adoptar 
las medidas necesarias para que estas infracciones sean castigadas con penas severas”. La 
Convención establece obligaciones diferentes para la trata de esclavos, que los Estados deben 
prevenir y reprimir, y para la esclavitud, respecto de la cual se dio tiempo a las partes para llevar 
a cabo, de manera progresiva y tan pronto como fuera posible, la abolición completa de la 
esclavitud en todas sus formas. En lo que respecta al trabajo forzoso, la Convención establece la 
obligación de “tomar las medidas pertinentes para evitar que el trabajo forzoso u obligatorio lleve 
consigo condiciones análogas a la esclavitud”.  
 

Las disposiciones de la Convención sobre la Esclavitud que siguen teniendo relevancia en el 
presente, más allá de su inclusión formal en este instrumento, son las definiciones tanto de la 
esclavitud como de la trata de esclavos establecidas por primera vez en 1926. Así, la definición 
de esclavitud, establecida por primera vez en la Convención sobre la Esclavitud, se reproduce, en 
esencia, tanto en la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de 
Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, de 1956, como en el Estatuto de 
la Corte Penal Internacional, de 1998. Según esa definición: 

 
“La esclavitud es el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los atributos 
del derecho de propiedad o algunos de ellos.” 

 
En lo que respecta a la trata de esclavos, la definición que figura en la Convención sobre la 

Esclavitud, de 1926, fue confirmada mediante su inclusión en la Convención Suplementaria sobre 
la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la 
Esclavitud, de 1956. La definición de la trata de esclavos, según figura en la Convención 
Suplementaria, es la siguiente: 

 
“La trata de esclavos abarca todo acto de captura, de adquisición o de disposición de una 
persona con intención de someterla a esclavitud; todo acto de adquisición de un esclavo con 
intención de venderlo o de cambiarlo; todo acto de cesión por venta o cambio de un esclavo, 
adquirido con intención de venderlo o cambiarlo, y, en general, todo acto de comercio o de 
transporte de esclavos.” 

 
A fin de completar la labor del Acta de Bruselas, la Convención sobre la Esclavitud se centra 

en asegurar que se ponga fin a la trata de esclavos y exige a las Altas Partes Contratantes que 
adopten medidas apropiadas para reprimir la trata “en sus aguas territoriales, así como, en general, 
en todos los barcos que enarbolen sus pabellones respectivos”. 

 
Por lo que respecta a los trabajos forzosos u obligatorios, cabe destacar que la Convención 

sobre la Esclavitud, de 1926, establece claramente que dichos trabajos no podrán exigirse más 
que “para fines de pública utilidad” y que, cuando existan, las Altas Partes Contratantes se 
esforzarán por poner fin a esta práctica de manera progresiva y tan pronto como sea posible. 
Durante el proceso de adopción de la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, la Asamblea de 
la Sociedad de las Naciones también aprobó varias resoluciones, incluida una resolución en la que 
solicitaba efectivamente que la Oficina Internacional del Trabajo asumiera la responsabilidad de 
hacer frente al trabajo forzoso y examinara los mejores medios para evitar que el trabajo forzoso 
u obligatorio pudiera dar lugar a condiciones análogas a la esclavitud (Sociedad de las Naciones, 
Doc. A.104.1926.VI, pág. 3). A raíz de esa resolución, la Oficina Internacional del Trabajo 
procedió a abordar la cuestión: el resultado fue la conclusión del Convenio sobre el Trabajo 
Forzoso, 1930, que establece una definición de trabajo forzoso u obligatorio que incluye una serie 
de excepciones para fines públicos, como por ejemplo el servicio militar obligatorio y el trabajo 
impuesto mediante condena penal, y la obligación de tipificar como delito tales conductas. El 
propósito de la inmensa mayoría de las disposiciones del Convenio de 1930 era regular el uso de 
este tipo de trabajos forzosos en un contexto colonial. Esas disposiciones se concibieron como 
disposiciones de carácter excepcional, aplicables durante un período de transición que expiró 
formalmente con la celebración del Protocolo de 2014 relativo al Convenio sobre el Trabajo 
Forzoso, 1930. A este respecto, cabe hacer referencia también a otro instrumento de la 
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Organización Internacional del Trabajo relativo al trabajo forzoso u obligatorio: el Convenio 
sobre la Abolición del Trabajo Forzoso, 1957. 

 
En lo que respecta a la esclavitud, en la época de la Sociedad de las Naciones destacan los 

trabajos de tres organismos, entre ellos la Comisión Internacional de Investigación sobre la 
Existencia de Esclavitud y Trabajos Forzosos en la República de Liberia, que en 1930 publicó un 
informe que terminó forzando la dimisión tanto del Presidente como del Vicepresidente de ese 
país. Además de esa Comisión, la Sociedad de las Naciones creó dos órganos para hacer efectivas 
las disposiciones de la Convención sobre la Esclavitud, de 1926. El primero de ellos fue el Comité 
de Expertos sobre la Esclavitud, que se reunió durante 1932 y que en 1934 se convirtió en el 
Comité Consultivo de Expertos sobre la Esclavitud. El Comité Consultivo estuvo activo hasta 
1938, cuando enmudeció a medida que se avanzaba hacia la Segunda Guerra Mundial.  

 
En sus primeros años en Lake Success, las Naciones Unidas trataron de asegurar a nivel 

institucional que las obligaciones de la Sociedad de las Naciones tuvieran eficacia jurídica en el 
marco de las Naciones Unidas. Por ello, el Secretario General de las Naciones Unidas sugirió al 
Comité Especial sobre la Esclavitud del Consejo Económico y Social que las Naciones Unidas 
asumieran las funciones y facultades anteriormente confiadas a la Sociedad de las Naciones en 
relación con la Convención sobre la Esclavitud, de 1926 (E/AC.33/4). El Comité Especial 
atendiendo a dicha sugerencia, señaló que determinadas disposiciones de esa Convención se 
referían a funcionarios u órganos que ya no existían (E/AC.33/9). En ese sentido, se acogió la 
sugerencia del Comité de establecer un protocolo y, el 7 de diciembre de 1953, se concluyó el 
Protocolo para modificar la Convención sobre la Esclavitud firmada en Ginebra el 25 de 
septiembre de 1926. Para los Estados partes, el Protocolo incorporó en la práctica la Convención 
sobre la Esclavitud al sistema de las Naciones Unidas al sustituir, en términos generales, el 
lenguaje de la “Sociedad de las Naciones” por el de las “Naciones Unidas”. En términos más 
concretos, el Protocolo situó la Convención sobre la Esclavitud en la órbita de la Corte 
Internacional de Justicia, al sustituir la expresión “la Corte Permanente de Justicia Internacional” 
que figuraba en la cláusula compromisoria del artículo 8 de la Convención sobre la Esclavitud. 
Asimismo, sustituyó la expresión “el Secretario General de la Sociedad de las Naciones” por “el 
Secretario General de las Naciones Unidas” para que este último pudiera recibir comunicaciones 
de las partes en la Convención sobre la Esclavitud en relación con cualquier ley o reglamento que 
hubieran promulgado para dar efecto a las disposiciones de la Convención de 1926.  

 
El Comité Especial de las Naciones Unidas sobre la Esclavitud fue creado en 1949 a solicitud 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Al nombrar a sus miembros, el Secretario 
General señaló que si el Comité estimaba que las disposiciones sustantivas de la Convención 
sobre la Esclavitud, de 1926, ya no eran adecuadas a la luz de la situación imperante en ese 
momento, podía considerar la posibilidad y la conveniencia de proponer una nueva convención 
sobre la esclavitud (E/AC.33/4, pág. 3). En sus deliberaciones, el Comité Especial no consideró 
que la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, fuera deficiente, sino que estimó más bien que 
debía ser complementada a fin de definir de manera más precisa las formas exactas de 
servidumbre abordadas (E/AC.33/13, pág. 16). 

 
Cabe destacar el uso del término “servidumbre”, ya que los antecedentes legislativos de lo que 

terminaría siendo la Convención Suplementaria de 1956 se remontan a 1924, cuando se 
examinaron por primera vez los estados serviles incluidos en la Convención de 1956. Sin embargo, 
a pesar de las deliberaciones mantenidas sobre esas diversas servidumbres por órganos de 
expertos tanto de la Sociedad de las Naciones como de las Naciones Unidas, el propio término 
“servidumbre” no sobreviviría en un instrumento que, en su esencia, estaba destinado a abordar 
esa cuestión precisa. Hasta febrero de 1956, el penúltimo borrador del instrumento negociado se 
titulaba “Proyecto de Convención Suplementaria sobre la Esclavitud y la Servidumbre”. Sin 
embargo, con la conclusión de las negociaciones diplomáticas en septiembre de ese mismo año 
llegó un instrumento cuyo título revelaba un nuevo concepto: la Convención Suplementaria sobre 
la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la 
Esclavitud. 

 
¿Qué incitó a las partes negociadoras de la Convención Suplementaria de 1956 a cambiar de 

enfoque y hablar de “instituciones y prácticas análogas a la esclavitud” en lugar de 
“servidumbres”? La respuesta está en las obligaciones que se estaban contemplando en el marco 
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de la supresión de los cuatro estados serviles considerados, a saber, la servidumbre por deudas, la 
servidumbre de la gleba, el matrimonio servil y la explotación infantil. Mientras que algunas 
delegaciones querían que se aplicaran las mismas obligaciones que incumbían a las Altas Partes 
Contratantes en la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, en relación con la esclavitud, a saber, 
su abolición de “manera progresiva y tan pronto como sea posible”, otras delegaciones recordaron 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948, y su promesa de que “nadie estará 
sometido a esclavitud ni a servidumbre”. Como el lenguaje utilizado para abordar la servidumbre 
seguía siendo el de la abolición de “manera progresiva y tan pronto como sea posible”, se 
produjeron esfuerzos concertados que dieron lugar a la eliminación del término “servidumbre” 
del borrador final de la Convención Suplementaria y su sustitución por el de “instituciones y 
prácticas análogas a la esclavitud” (más a menudo abreviado como “prácticas análogas a la 
esclavitud”).  

 
Al igual que su predecesora, la Convención Suplementaria de 1956 es un instrumento de 

derecho penal. En lo que respecta a la esclavitud, se suprime el elemento temporal consistente en 
la abolición “de manera progresiva y tan pronto como sea posible” y se ordena la tipificación en 
el derecho interno de los Estados partes de varios posibles delitos accesorios: la inducción, la 
tentativa, la conspiración o la complicidad para someter a una persona a esclavitud. En lo que 
respecta a las prácticas análogas a la esclavitud, se aplican también los delitos accesorios, pero se 
mantiene el elemento temporal: estas prácticas deben abolirse no inmediatamente, sino de forma 
progresiva y lo antes posible. 

 
En lo que respecta a las prácticas análogas a la esclavitud, cabe señalar que, pese a haberse 

sugerido la elaboración de un nuevo instrumento, el Secretario General había cuestionado, ya en 
1953, la necesidad de una convención suplementaria, pues opinaba que las prácticas consideradas 
estaban “en lo esencial” cubiertas por la Convención sobre la Esclavitud, de 1926 (E/2357, 
pág. 23). Esas dudas fueron reconocidas y formalizadas en la Convención Suplementaria de 1956, 
que establece lo siguiente:  

 
“Cada uno de los Estados partes en la Convención adoptará todas aquellas medidas legislativas 
o de cualquier otra índole que sean factibles y necesarias para lograr progresivamente y a la 
mayor brevedad posible la completa abolición o el abandono de las instituciones y prácticas 
que se indican a continuación, dondequiera que subsistan, les sea o no aplicable la definición 
de esclavitud que figura en el artículo 1 [de la Convención] sobre la Esclavitud, firmada en 
Ginebra el 25 de septiembre de 1926.” 

 
En cuanto a las instituciones y prácticas específicas análogas a la esclavitud que se establecen 

en la Convención Suplementaria de 1956, la servidumbre por deudas se define como: 
 

“el estado o la condición que resulta del hecho de que un deudor se haya comprometido a 
prestar sus servicios personales, o los de alguien sobre quien ejerce autoridad, como garantía 
de una deuda, si los servicios prestados, equitativamente valorados, no se aplican al pago de 
la deuda, o si no se limita su duración ni se define la naturaleza de dichos servicios”. 

 
La servidumbre de la gleba, por su parte, se define como: 

 
“la condición de la persona que está obligada por la ley, por la costumbre o por un acuerdo a 
vivir y a trabajar sobre una tierra que pertenece a otra persona y a prestar a esta, mediante 
remuneración o gratuitamente, determinados servicios, sin libertad para cambiar su condición”. 

 
Lo que puede denominarse “explotación infantil” surgió de las consideraciones en torno a las 

adopciones fraudulentas. Sin embargo, las disposiciones finales van más allá de dichas adopciones, 
ya que incluyen la posible explotación del niño: 

 
“Toda institución o práctica en virtud de la cual un niño o un joven menor de dieciocho años 
es entregado por sus padres, o uno de ellos, o por su tutor, a otra persona, mediante 
remuneración o sin ella, con el propósito de que se explote la persona o el trabajo del niño o 
del joven.” 
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Por último, la Convención Suplementaria de 1956 establece tres supuestos que pueden 
considerarse tres variantes del “matrimonio servil”, a saber, la compra de la novia, la cesión de la 
esposa y el levirato, que se definen de la siguiente manera:  

 
“Toda institución o práctica en virtud de la cual:  

 
i) Una mujer, sin que la asista el derecho a oponerse, es prometida o dada en matrimonio 
a cambio de una contrapartida en dinero o en especie entregada a sus padres, a su tutor, a 
su familia o a cualquier otra persona o grupo de personas;  
 
ii) El marido de una mujer, la familia o el clan del marido tienen el derecho de cederla a 
un tercero a título oneroso o de otra manera;  
 
iii) La mujer, a la muerte de su marido, puede ser transmitida por herencia a otra persona”. 
 

Curiosamente, es en la Convención Suplementaria de 1956 donde aparecen por primera vez 
disposiciones de derecho internacional relativas al matrimonio. Al tratar de abordar la cuestión de 
los matrimonios serviles, la Convención Suplementaria insta a los Estados partes a que fijen, 
cuando proceda, una edad mínima para contraer matrimonio y a que fomenten tanto la inscripción 
de los matrimonios en un registro como la posibilidad de que el consentimiento de ambas partes 
se otorgue libremente en presencia de una autoridad civil o religiosa. A raíz de esas disposiciones, 
la Conferencia que negoció la Convención Suplementaria de 1956 formuló una recomendación al 
Consejo Económico y Social para que examinara la cuestión del matrimonio en relación con el 
consentimiento y la fijación de una edad mínima (E/CONF.24/23, pág. 6.). De ahí surgieron la 
Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para Contraer 
Matrimonio y el Registro de los Matrimonios, de 1962, y las disposiciones correspondientes de 
la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, de 
1979. 

 
Como sugiere su título completo, la Convención Suplementaria sobre la Abolición de la 

Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud también 
incluye disposiciones específicas sobre la trata de esclavos, entre ellas la exigencia de que las 
personas condenadas por tales delitos sean “castigadas con penas muy severas”. La atención ya 
no se centra exclusivamente en la trata de esclavos en el mar, sino que se exige a los Estados 
partes que aborden el problema tanto en los aeropuertos como en relación con las aeronaves que 
enarbolan su pabellón. 

 
Por último, la Convención Suplementaria de 1956, al igual que —antes que ella— la 

Convención sobre la Esclavitud, de 1926, exige que los Estados partes comuniquen al Secretario 
General “todas las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas promulgados” para dar 
efecto a dicha Convención. Toda la información recibida por el Secretario General se transmite 
al Consejo Económico y Social para que este formule, en su caso, recomendaciones sobre la 
esclavitud, la trata de esclavos y las instituciones y prácticas análogas a la esclavitud.  

 
En el decenio posterior a la conclusión de la Convención Suplementaria de 1956 se 

produjeron dos acontecimientos que redujeron el posible impacto de este instrumento. El primero 
de ellos fue la adopción del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en 1966, que hizo 
efectiva la promesa de la Declaración Universal de Derechos Humanos al imponer a los Estados 
partes la obligación de garantizar que nadie sea sometido a esclavitud ni a servidumbre, que se 
prohíba la trata de esclavos y, salvo algunas excepciones, que nadie sea constreñido a ejecutar 
trabajos forzosos u obligatorios. De ese modo, se puso claramente de relieve el abandono del 
término “servidumbre” que se había producido en 1956 en favor del término “instituciones y 
prácticas análogas a la esclavitud” y, al mismo tiempo, se introdujo el término “servidumbre” en 
el derecho internacional sin definirlo ni fijar claramente su contenido normativo. 

 
El segundo acontecimiento que redujo el posible impacto de la Convención Suplementaria 

de 1956 fue el intento del Consejo Económico y Social, en 1966, de equiparar tanto el apartheid 
como el colonialismo con la esclavitud o con prácticas análogas a la esclavitud. Si bien fracasó, 
ese intento generó una ambigüedad en todo el sistema de las Naciones Unidas que perduraría, ya 
que se acuñó el término “práctica análoga a la esclavitud” (“slavery-like practice”). Este término, 
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y su similitud con el de “prácticas análogas a la esclavitud” (“practices similar to slavery”), pone 
de manifiesto que el lenguaje del derecho y el de la diplomacia se han utilizado a veces 
indistintamente y muchas veces se han confundido. 

 
Esta confusión y, en última instancia, ofuscación fue más evidente durante la última parte del 

siglo XX, cuando un grupo de trabajo de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y 
Protección a las Minorías, órgano dependiente de la antigua Comisión de Derechos Humanos de 
las Naciones Unidas que funcionó durante el marco institucional de derechos humanos de las 
Naciones Unidas previo a 2006, comenzó a examinar el término genérico de nueva creación 
“formas contemporáneas de la esclavitud”.  

 
Con anterioridad, las Naciones Unidas habían nombrado dos Relatores Especiales sobre la 

esclavitud que habían elaborado informes (Hans Engen, 1955, y Mohamed Awad, 1966) que se 
limitaban a recopilar las respuestas de los Estados Miembros de las Naciones Unidas y otras 
entidades sobre la persistencia de la esclavitud. Además, a principios de la década de 1970 había 
empezado a surgir un consenso cada vez mayor en el sentido de que la prohibición de la esclavitud 
era una norma de ius cogens, consenso propiciado por la labor de la Comisión de Derecho 
Internacional de las Naciones Unidas y la afirmación de la Corte Internacional de Justicia en la 
causa Barcelona Traction de 1970 de que la “protección contra la esclavitud” creaba obligaciones 
erga omnes. 

 
Sin embargo, a lo largo de su existencia, el Grupo de Trabajo sobre las Formas 

Contemporáneas de la Esclavitud (1974-2006) amplió la interpretación de las formas 
contemporáneas de la esclavitud más allá de los parámetros jurídicos de la esclavitud y las 
prácticas análogas a la esclavitud establecidos en la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, y 
la Convención Suplementaria de 1956. Al examinar las formas contemporáneas de la esclavitud, 
el Grupo de Trabajo consideró, entre otros, la mutilación genital femenina, los asesinatos por 
honor y los niños de la calle, e informó durante varios años sobre cuestiones tan diversas como la 
pornografía infantil, los menores en reclusión, los matrimonios precoces y el incesto 
(E/CN.4/Sub.2). Así, al acercarse el final del siglo XX, el uso de términos diplomáticos como 
“formas contemporáneas de la esclavitud” y “prácticas análogas a la esclavitud” (“slavery-like 
practices”) eclipsó, a todos los efectos, el derecho internacional establecido en la Convención 
sobre la Esclavitud, de 1926, y la Convención Suplementaria, de 1956. 

 
Justo cuando parecía que estas Convenciones estaban próximas a la obsolescencia jurídica, 

se produjeron nuevos acontecimientos cerca del inicio del siglo XXI que invirtieron la tendencia 
e insuflaron vida sustantiva a la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, y a la Convención 
Suplementaria, de 1956. El primero de ellos fue la adopción del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional en 1998, que estableció, entre los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de 
guerra, los crímenes internacionales de esclavitud y esclavitud sexual. El segundo fue la adopción 
en 2000 del Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional. Dicho Protocolo establece, entre los distintos tipos de explotación que 
deben considerarse en relación con el delito de trata de personas, “los trabajos o servicios 
forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud [y] la servidumbre”.  
 

Aunque el Estatuto de la Corte Penal Internacional recurre, a fin de definir la esclavitud y la 
esclavitud sexual, a la definición de esclavitud establecida por primera vez en la Convención sobre 
la Esclavitud, de 1926, se trata en cierto modo de un caso singular de establecimiento de una 
definición. Como ponen de manifiesto tanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y los diversos instrumentos regionales de derechos humanos como los tribunales penales 
especiales, el Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia y el Tribunal Penal Internacional 
para Rwanda, así como el Protocolo contra la trata de personas de la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su equivalente europeo, la práctica 
habitual ha sido utilizar el término —ya sea trabajo forzoso u obligatorio, servidumbre o 
esclavitud—, pero no definirlo. Como demuestran las resoluciones de diversos tribunales 
internacionales y foros autorizados, las referencias a estos conceptos se basan más bien en las 
definiciones establecidas originalmente en la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, en la 
Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las 



Biblioteca Audiovisual de Derecho Internacional de las Naciones Unidas  

 

Copyright © Naciones Unidas, 2025. Reservados todos los derechos    
https://legal.un.org/avl 

7 

Instituciones y Prácticas Análogas a la Esclavitud, de 1956, o en el Convenio sobre el Trabajo 
Forzoso, 1930. 

 
En el centro del resurgimiento del derecho establecido en la Convención sobre la Esclavitud, 

de 1926, y en la Convención Suplementaria, de 1956, ha estado la cuestión de la aplicación de la 
definición de esclavitud a los casos contemporáneos de personas sometidas a esclavitud sin título 
jurídico. Es decir: ¿puede considerarse que una persona está sometida a esclavitud sin que exista 
un título jurídico? Ha surgido un consenso entre las cortes y tribunales internacionales según el 
cual se acepta que la definición de esclavitud establecida por primera vez en la Convención sobre 
la Esclavitud, de 1926, es aplicable a situaciones contemporáneas de facto. Esta aceptación se ve 
facilitada por la interpretación de los elementos de la propia definición, que, como se recordará, 
establece que “la esclavitud es el estado o condición de un individuo sobre el cual se ejercitan los 
atributos del derecho de propiedad o algunos de ellos”. Como señaló la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en su sentencia de 2016, el primero de estos elementos (“estado o condición”) 
“se refiere tanto a situaciones de iure como de facto”: es decir, el estado es un concepto jurídico 
mientras que la condición es una situación de hecho. En varias sentencias internacionales se han 
reiterado diversos indicios para dilucidar si existe el segundo elemento de la definición, a saber, 
el ejercicio de atributos del derecho de propiedad. La Corte Interamericana, sin embargo, examinó 
de forma sustancial en qué consisten esos atributos. Para ello, se remitió a las Directrices 
Bellagio-Harvard de 2012 sobre los Parámetros Jurídicos de la Esclavitud y afirmó que “el 
llamado ‘ejercicio de atributos de la propiedad’ debe ser entendido en los días actuales como el 
control ejercido sobre una persona que le restrinja o prive significativamente de su libertad 
individual, con intención de explotación mediante el uso, la gestión, el beneficio, la transferencia 
o el despojarse de una persona” (Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil, párrs. 270 
y 271). Cuando se demuestra que existe un control equivalente a la posesión, existe esclavitud. 

 
Durante gran parte del siglo XX, la Convención sobre la Esclavitud, de 1926, y la Convención 

Suplementaria, de 1956, tuvieron una aplicación limitada. Sin embargo, la relevancia 
contemporánea de estos instrumentos se encuentra, sobre todo, en las definiciones, que conservan 
su valor normativo. En el contexto del siglo XXI, hay un reconocimiento cada vez mayor de que 
pueden existir, y que de hecho existen, formas de esclavitud que van más allá de la esclavitud 
tradicional. Tanto para el derecho internacional de los derechos humanos como para el derecho 
internacional humanitario o el derecho penal internacional, la Convención sobre la Esclavitud, de 
1926, y la Convención Suplementaria, de 1956, son el fundamento sobre el que se basa la 
interpretación jurídica de las manifestaciones contemporáneas de la esclavitud y las instituciones 
o prácticas análogas a la esclavitud. 
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